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			Hay que mantener la siguiente perspectiva como un axioma: en la situación globalizada ya no es posible ninguna política de la equiparación del sufrimiento al por mayor que se construya sobre las reservas de injusticias pasadas y que se presenten codificadas como redentoras del mundo, como social-mesiánicas o democrático-mesiánicas. Ese reconocimiento pone límites estrictos a la productividad moral de los movimientos de reproche, incluso aunque —como en el caso del socialismo, el feminismo y el poscolonialismo— hubieran actuado a favor de causas en sí mismas respetables. Mucho más importante resulta ahora deslegitimar la digna y fatal alianza de inteligencia y resentimiento para crear paradigmas capaces de futuro, espacios libres de venenos de sabiduría mundana.
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			Prólogo



			Roger Bartra



			El mundo parece estar en peligro de naufragar políticamente durante este siglo xxi tan lleno de amenazas. Este libro es una inteligente reflexión sobre este riesgo y nos ofrece una aguda crítica de las teorías políticas que ilustran la nueva condición aciaga o que pretenden justificar las amenazas que se ciernen sobre la democracia. Cuando terminó la Guerra Fría y se desmoronó el mundo bipolar cundió el optimismo y muchos creyeron que la democracia avanzaría en forma impetuosa a escala global. El siglo xxi nos trajo una ducha de agua helada al inaugurar una era de expansión de los despotismos y los regímenes autoritarios. La gran pandemia de Covid-19 y la guerra europea que comenzó en Ucrania han agregado gigantescas tensiones a una situación que ya era crítica. Vivimos en un mundo en el que aparece una nueva polaridad: se fortalece el capitalismo salvaje y corrupto en oposición al capitalismo liberal o neoliberal. Esta condición binaria opone también el crecimiento de autocracias y despotismos a los espacios democráticos que se expandieron a finales del siglo xx.



			El espectro ideológico ha cambiado significativamente. Las dos grandes potencias socialistas ahora se han convertido a un capitalismo con serias deformaciones políticas y pesados lastres. En esos países la economía queda sometida a la voluntad política, una herencia de su pasado. Por otro lado, como dice Francisco Valdés, los Estados y las soberanías políticas se encuentran rebasados y su legitimidad, basada en las formas nacionales tradicionales, se encuentra en una situación difícil que erosiona los mecanismos democráticos. La soberanía se revela como una ficción —explica Valdés— que se topa con un clima posnacional y con poderes transnacionales. Ante esta situación el Estado se queda a la zaga al ver debilitada su fuerza política en los espacios internacionales.



			A lo anterior hay que agregar que, aparentemente, los gobiernos autoritarios manejan la política económica con mayor eficacia. A ello se atribuye el acelerado crecimiento de China en los años recientes. Es cierto que a veces la inestabilidad y los vaivenes democráticos afectan la eficacia de su política financiera. Esto permite reflexionar sobre la relación entre liberalismo y libre mercado. En este libro se afirma que el liberalismo y el libre mercado no están ligados intrínsecamente y que es falaz postular que un mercado libre desregulado y sin ninguna intervención del Estado es algo propio y característico del liberalismo. Y peor aún es pensar que la democracia política está atada al libre mercado de manera indisoluble. Para Francisco Valdés es necesario luchar por diferenciar el liberalismo del libre mercado.



			Además, las democracias actuales enfrentan enormes dificultades fiscales para lograr mantener a flote el estado de bienestar. El problema radica en ver si las instituciones políticas son capaces de conseguir los medios para satisfacer las necesidades de la seguridad social, la salud pública, las pensiones y la educación pública, ingredientes básicos del bienestar de una sociedad avanzada. Esta situación crítica genera grandes tensiones que han estimulado que porciones importantes de la sociedad retiren el apoyo a la democracia como la mejor opción política. Así, a la gran ola democratizadora a escala mundial que ocurrió en el último cuarto del siglo xx, sucede una declinación notable. Después de haber alcanzado el mayor número de países con sistemas democráticos, en el siglo xxi el número de autocracias aumenta y las democracias de tipo liberal disminuyen de 41 países en 2010 a sólo 32 en 2020.



			Después de la caída del bloque socialista, en el mundo sobreviven tres grandes opciones políticas: el liberalismo democrático, la socialdemocracia y los populismos autoritarios. Los dos primeros modelos democráticos tienden a acercarse para enfrenar los retos que presentan las expresiones despóticas de los variados populismos. Esta nueva bipolaridad se ha expresado en la confrontación del modelo atlántico contra el modelo euroasiático. Es una distinción discutible pero útil, especialmente desde que estalló la guerra en Ucrania. Sin embargo, los populismos que han crecido en Norteamérica (Trump) y en Europa (Orbán), por sólo mencionar un par de ejemplos, muestran que las tendencias autocráticas se encuentran alojadas en los espacios democráticos. Por ello es muy importante lo que hace este libro: explorar los cambios en los sistemas democráticos para analizar las amenazas que anidan en su seno.



			Es fundamental pensar en una de las preguntas que propone Valdés: ¿debe considerarse la democracia como uno de los derechos humanos? Un jurista estricto respondería que no, que no está incluida en los tratados internacionales. No aparecía en la Declaración de los Derechos del Hombre de 1789. Tampoco está en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948. La Unión Europea, en cambio, sí los incluye. En los Estados modernos, democracia y derechos humanos están estrechamente ligados, pero el sistema democrático como tal no se considera un derecho humano. En la Organización de las Naciones Unidas (onu) se intentó sumar la democracia a la lista de derechos humanos, pero no llegó a concretarse: sintomáticamente el gobierno cubano fue el primero en objetar. Este libro fundamenta la necesidad de considerar la democracia como un derecho humano, como una expresión de la igualdad de los ciudadanos.



			Estamos ante una paradoja: la democracia permite que se elijan opciones no democráticas. Esto ha enseñado a los políticos que deben afianzarse la equidad, la igualdad y el bienestar. Ante las amenazas de los populismos es necesario encontrar remedios eficaces para frenarlas. La globalización y las tendencias posnacionales han estimulado las reacciones políticas populistas y nacionalistas que pretenden regresar a la época previa. Hay que reconocer que tanto la globalización como la condición posnacional con frecuencia aparecen acompañadas de situaciones conflictivas, como la concentración oligárquica, el aumento de la desigualdad, nuevas formas de discriminación, menosprecio de la cultura e invasión masiva de migrantes que huyen de la miseria de los países más pobres. Así, como dice Valdés, el Estado se va quedando a la zaga por abdicar de la política en el espacio posnacional. Las democracias deben cultivar espacios atractivos, avanzados y progresistas que sean más efectivos que lo ofrecido por los viejos Estados nacionales. Una de estas atracciones puede ser el surgimiento de una ciudadanía cosmopolita que reconozca que los derechos humanos constituyen el mejor marco jurídico para transitar con cierta suavidad hacia las formas políticas posnacionales.



			Ante la nueva guerra fría que se está perfilando en el mundo, los dos grandes modelos que se enfrentan sufren agudos problemas de legitimidad. Las democracias liberales tienen dificultades para lidiar con la diversidad creciente de identidades y con las protestas por los niveles alarmantes de desigualdad. Los sistemas despóticos encuentran dificultades para mantener la verticalidad de las columnas del poder que sostienen a sus gobiernos, que son erosionadas por la fluidez que genera la modernización capitalista y el crecimiento de las clases medias. En los dos modelos han aparecido amenazas que los desestabilizan: las voraces oligarquías transnacionales y la élites corruptas y cleptocráticas.



			En este libro Valdés ha volcado su gran capacidad analítica para desenredar los hilos del tejido político. Es el fruto de una vasta experiencia como investigador de la situación política de América Latina y de México, a la que se agregan las refinadas reflexiones teóricas que ha desarrollado durante su trabajo. Especialmente importante es su estudio sobre la situación política mexicana después de la transición democrática que inició en 1997 y que cambió el sistema electoral permitiendo la alternancia, lo que condujo a la derrota en 2000 del partido autoritario que había gobernado durante más de 70 años. Pero Valdés observó que el sistema presidencialista había quedado intacto. Cambiaron las reglas de acceso al poder, pero no las normas que rigen su ejercicio, lo que dio lugar a una incoherencia y una contradicción en el sistema constitucional. El resultado de este análisis de la situación política mexicana se publicó en un excelente libro: La regla ausente.1 Allí plasmó las refinadas teorías políticas que ahora, mucho más desarrolladas, le permiten analizar la complejidad de las contradicciones políticas que anidan en las democracias más avanzadas en todo el mundo. El resultado de sus investigaciones y sus reflexiones se encuentra en el libro que tiene el lector en sus manos, donde Valdés presenta una sofisticada teoría política sobre las tormentas que amenazan a los Estados democráticos de hoy.










			



			Introducción



			   



			Este libro explora la teoría política y las ciencias sociales respecto de problemas acuciantes de nuestro tiempo. En el vórtice de la tormenta están formas y proyectos políticos opuestos y muchas veces irreconciliables acerca de la forma de cooperación social que mejor haga posible enfrentar las graves consecuencias de la actuación y la organización humana: la devastación de la naturaleza, la recuperación del progreso y la superación de las agudísimas desigualdades e injusticias sociales entre los seres humanos y entre regiones del mundo. Democracia y autocracia es el dilema más trascendental del presente y del futuro; las dos se colocan en una tensa polaridad y ambas reúnen a poderosas fuerzas que se disputan el gobierno de la humanidad. Los “modelos” atlántico y euroasiático son buenas imágenes que representan esta división, si bien en el “sur global” se producen combinatorias diversas de ambas formas a las que se añaden componentes originales.



			En los últimos 40 años el mundo había encontrado en la democracia como forma de gobierno, pese a limitaciones y deformaciones, una respuesta para enfrentar estos problemas mediante la conversación pública, que conducía a tomar decisiones sobre los rumbos que debía seguir la vida común. Al iniciar la tercera década del siglo xxi este camino parece estar sembrado de minas. Esa vía democrática se ha vuelto escabrosa, incierta, llena de obstáculos y de transeúntes dispuestos a trocarla por la supuesta eficacia del autoritarismo o, incluso, de la dictadura. La proliferación y agudización de problemas nacionales e internacionales que han quedado fuera del alcance de las herramientas de la gobernanza, incluyendo las más innovadoras, como las que ofrecen las disciplinas de la política pública, han precipitado estados de desencanto y desesperación que llevan a muchos, en las élites y en la ciudadanía general, a la convicción de que es necesario modificar el rumbo. Poderosas voluntades proponen dejar de lado, por estorbosas, las dificultades procedimentales e institucionales de la democracia para experimentar atajos que llevarían a una rápida mejora de los males percibidos según la dudosa ecuación de menos democracia = mayor eficiencia. En los extremos opuestos que comparten esta ruta se agrupan la defensa ultramontana del statu quo económico y social y los que quisieran destruirlo para inaugurar velozmente un orden por completo diferente. Los resultados son catastróficos: los atajos buscados desde ambos polos autoritarios conducen a la exacerbación de los problemas que quieren resolver, pues concentran aún más el poder y aumentan las incapacidades para dar solución a los males que los legitiman. La centralización, la exclusión, el refugio en el nacionalismo o la autarquía son formas inevitablemente transitorias ante el problema de fondo: responder a la expectativa de mayor autonomía y mayor poder de las personas y los grupos que se expresa en vastos movimientos de reclamo y en el aumento irreductible de la diversidad de las aspiraciones y las capacidades humanas en un curso de globalización cuyas raíces científico-técnicas la hacen imparable.



			La motivación central que atraviesa el texto trabaja a contracorriente de esa polaridad. Se concentra en encontrar formas de entender mejor la democracia y las rutas para el avance de la política y los derechos, en particular los derechos humanos, en el mundo de hoy y en su futuro inmediato. La evidencia recaudada en la experiencia de la investigación política muestra que el cruce entre derechos humanos y democracia en la política y el Estado es uno de los puntos nodales —probablemente el más importante— que haría posible la reunión de la justicia con la libertad. En esta obra se ha procurado pensar en estos problemas desde perspectivas que escapen simultáneamente al dogmatismo y a la polarización ideológica. Estas exploraciones nos llevan a distintos territorios: la crisis del orden político a raíz de los efectos de la globalización; el asedio y secuestro de los valores liberales y democráticos por dogmas disciplinarios económicos o políticos; la doctrina de los derechos humanos como parte necesariamente integrante e indisoluble de la razón de ser del Estado democrático y sus políticas; la democracia representativa como una forma de gobierno que requiere urgentemente reconceptualización para admitir expresiones y fuerzas que no caben en sus instituciones tradicionales; las esferas públicas posnacionales que aparecen en ciernes como expresión de las limitaciones del Estado-nación para afrontar problemas globales, y los horizontes que la acción colectiva libre y ciudadana puede ofrecer al desarrollo de nuevas formas de cooperación ahí donde hoy prevalece el conflicto motivado por la dificultad de encontrarlas.



			Algunos de los textos que originaron este libro fueron escritos y publicados en diferentes momentos, pero han sido reescritos, ampliados y actualizados con el objetivo de integrarlos en una obra estructurada y coherente con un problema en mente y un argumento que lo aborda. El problema son las causas del desplazamiento de los pilares que sostienen la plataforma de nuestra vida colectiva, que se han desplazado de sus antiguos encajes y de la banalidad y esterilidad de los esfuerzos para contenerla en moldes teóricos y mentales que fueron hechos para entender circunstancias muy diferentes a las del presente. Como ocurre en los momentos de cambio, recurrimos a soluciones conocidas para enfrentar asuntos para los que ya no son adecuados los repertorios de respuestas disponibles y experimentamos grandes dificultades para plantearlos de nuevas maneras. Es ahí, en estos vacíos de comprensión que nos arrojan los hechos, donde necesitamos recurrir a propuestas conceptuales y políticas que ofrecen las ciencias sociales, particularmente la teoría política, para explorar formulaciones alternativas al entendimiento de estos problemas y el modo de encararlos. Quizá la mejor manera de presentar los argumentos que se ofrecen en el libro sea sintetizarlos de la siguiente manera.



			I



			La globalización ha sido el “topo” que mina los fundamentos de un orden cuyas instituciones, prácticas y repertorios han sido rebasados. La “globalización” a la que nos referimos comprende un conjunto de procesos y fenómenos que se dan en la forma de producción de la vida social y que han promovido la interconexión posnacional de las economías.1 Entre éstos encontramos innovaciones técnicas como las que se han desarrollado en la electrónica, la informática y las comunicaciones (físicas y virtuales), que han abierto caminos para la agencia humana más allá de las fronteras del casco viejo del Estado nacional. Otros progresos en el campo de la biología y la medicina como, por ejemplo, el mapeo del genoma humano y la manipulación genética de la naturaleza han estimulado, junto con las anteriores, la multiplicación de opciones para hacer frente a enfermedades y a preferencias en el orden de la salud y otros campos (alimentación, recuperación de formas de vida extintas, etc.), que contribuyen a prolongar la esperanza de vida y a favorecer horizontes de expectativas más amplios que los que un individuo promedio podía plantearse hasta hace muy poco tiempo y que desafían las capacidades de adaptación y transformación de las opciones políticas, del Estado y de las instituciones. La multiplicación de la diversidad de las preferencias individuales y sociales ha sido exponencial gracias a estos avances de la ciencia y desafían cotidianamente moldes para las decisiones colectivas que estaban diseñados para administrar conjuntos limitados de preferencias, como los “intereses de clase” o las posibilidades de disponer de la propia vida. La pandemia de Covid-19 ha venido a ser el mayor desafío al que las viejas herramientas se han enfrentado para atender un mal global desde espacios locales que muestran brechas entre la esfera nacional y la global que no se pueden cerrar con las herramientas tradicionales para atender problemas nacionales.



			En el corazón del problema se define la frontera difusa entre la necesidad —y frecuentemente la urgencia— de bienes públicos de alcance universal, cada vez más escasos, y las capacidades —insuficientes o inexistentes— para hacerlo. El fenómeno global apenas empieza con la pandemia y no termina con ella. Los derechos humanos, las migraciones masivas, el cambio climático, los poderes económicos gigantes, la criminalidad organizada internacionalmente, las redes comunicacionales, etc., se asocian con el mismo proceso que barrena las bases del orden político. Y cada uno de éstos no harán sino crecer en el futuro inmediato. Escasez y abundancia no siempre son antónimos. Puede haber abundancia de un bien y aun así ser escaso para la necesidad que de él se tiene. El agua abunda en la tierra y cada día más seres humanos padecen su escasez, aunque desde el punto de vista exclusivamente técnico todos podrían tenerla en suficiencia. La existencia de fuerza de trabajo puede ser superabundante en la orilla de una frontera nacional y, a pesar de ello, amplios sectores de la industria no pueden emplearla por el muro y las leyes que los dividen. Los recursos financieros se han acumulado en cantidades nunca vistas en la historia humana, mientras que la inversión productiva en diversas partes del mundo es apremiante y no llega a ellas. Los partidos políticos son abundantes y hasta superabundantes en algunos países, mientras que la ciudadanía reclama cada día más por la insuficiencia o la no pertinencia de la representación de sus valores e intereses. Las mediaciones que deberían operar como puentes entre la abundancia y la escasez de estos bienes se han visto neutralizadas o rebasadas y, en muchos casos, son inservibles. Atribuir estos procesos exclusivamente a la “lógica del capitalismo”, como lo hace una vertiente de la crítica, es simplemente desconocer que en la naturaleza de ese sistema económico ha estado inscrita la marca del cambio para absorber sus propias contradicciones, o dicho de una manera que creo es más fiel a los hechos, para absorber conflictos aparentemente irresolubles corrigiendo su propia dinámica y admitiendo relaciones y arreglos institucionales inadmisibles en momentos previos de su propio desarrollo. La atribución crítica de una “lógica” inexorable a la evolución de los sistemas sociales en el tiempo se ha enfrentado al problema de que carece de instrumentos para predecirla, motivo por el cual debe adaptar periódicamente los nuevos desarrollos a la “lógica” de su autoengaño, utilizando las trampas epistemológicas de la tautología y el sofisma aderezándolas con “venenos de sabiduría vital”.



			Algunos de los efectos de estos fenómenos, como la contaminación ambiental, suelen ser analizados como “externalidades negativas” y otros, como la inseguridad, considerados defectos o insuficiencias de políticas que podrían eventualmente mejorarse. Sin embargo, estos modos de abordaje siguen dependiendo de la estrecha conceptualización del Estado nacional bajo un concepto de soberanía westfaliana demasiado rebasado para servir ante la emergencia de procesos globales. Este tipo de aproximación también suele hacerse desde enfoques económicos que dejan de lado la naturaleza de los procesos políticos, aunque los estudios recientes han empezado a mirarlos de formas alternativas. Las prácticas políticas que chovinistamente se circunscriben al espacio estatal-nacional no hacen sino exacerbar los conflictos derivados del choque entre tendencias mundiales y controles nacionales, entre llamados a conservar a la nación como unidad que debe aislarse de nocivas interferencias externas y una realidad exterior que crece diariamente reclamando un dominio propio irreductible a las unidades que lo componen. La Unión Europea es, probablemente, el primer caso reciente en la historia moderna que intenta sistemáticamente acompasar políticas nacionales con decisiones colectivas supranacionales a través de la estructura incipiente de un nuevo tipo de coordinación política que podría alcanzar las características de un Estado posnacional. Otras instancias incipientes se encuentran en los grupos regionales o internacionales de Estados que se reúnen periódicamente para coordinar políticas internacionalmente, y las instituciones regionales que constituyen un incipiente Estado posnacional, como las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos (oea), la Unión Africana y otras de carácter comercial. Pero aparte de la Unión Europea, ni el Estado-nación ni el sistema internacional satisfacen esa condición, por lo que el proceso de globalización seguirá arrojando, junto con grandes beneficios, problemas de gobernabilidad y justicia imposibles de atender eficazmente bajo esquemas caducos, cuya persistencia implica el desperdicio de recursos, incluyendo el más valioso: el factor humano, cuyo desenvolvimiento requiere autonomía informada (knowledgeable autonomy), deliberación social, política y pública, así como las garantías para obtenerla. ¿Cuál es el significado político de esa conjunción de procesos llamada “globalización”? ¿Serán capaces el Estado-nación y la soberanía tradicionalmente entendida de resistir y reorientar estos procesos hacia cauces controlables, como lo quieren los partidarios de populismos de derecha y de izquierda? ¿Qué es lo que está en juego? Se puede hacer una enumeración interminable de asuntos en la encrucijada; sin embargo, la cuestión central es si las instituciones políticas son capaces de conseguir la cooperación necesaria para producir los bienes públicos satisfactorios cuyo decrecimiento es alarmante. Mientras que avanza la globalización, y con ella las capacidades derivadas del conocimiento científico aplicado, los arreglos que garantizaban ciertos mínimos de bienestar mediante bienes y servicios públicos, como salud, educación y otros que tradicionalmente se han atribuido a la responsabilidad del Estado, decrecen y en su lugar subsisten necesidades insatisfechas que es imposible que sean colmadas únicamente por la lógica del mercado. El mundo global demanda bienes públicos globales que el Estado nacional no puede ofrecer, de ahí que se requiera volver a definir el concepto de “bienes públicos” y la distribución de responsabilidades entre actores y grupos que requeriría su generación adecuada.



			Existe el peligro de entender la globalización como un depósito para lo incomprensible y lo indeseable, o convertirla en panacea. No es ninguna de esas cosas. Para entender cabalmente su significado y su relevancia es necesario definir lo que hemos llamado desajustes o dislocaciones. ¿Cuál es el cambio fundamental que ha inducido en el orden político de finales del siglo xx y por qué representa un desafío? La globalización ha desencadenado fuerzas que son ingobernables bajo los acuerdos de la segunda posguerra.2 La desaparición del “socialismo realmente existente” con la caída de la Unión Soviética y sus países satélites; la evolución de China hacia el capitalismo con Estado de un solo partido; la absorción de la democracia electoral por parte de regímenes autoritarios en la “tercera ola de la democracia” y la reversión de ésta en una “tercera ola de autocratización”; el avance y la crisis de los derechos humanos, y el surgimiento de partidos y movimientos antidemocráticos en los países centrales configuran, entre otros elementos, un escenario de cambios de paradigmas en el orden político que ofrece motivos más que suficientes para formular acuerdos globales capaces de atender estos fenómenos siempre y cuando estén fundados en una conceptualización pertinente. Sabiendo que lo que está en juego es un cambio de estructura del orden político, ¿sobre qué bases podrían fundarse los nuevos acuerdos? ¿Qué apuestas están “sobre la mesa” y hacia dónde conducirían? ¿Cuáles son las fuerzas que reclaman presencia en esos acuerdos y de qué forma podrían ordenarse? ¿Cuáles serían las consecuencias de las diferentes posibilidades? Las respuestas a estas preguntas desde el comienzo del siglo xxi han sido muy diversas, tanto desde la realpolitik como desde los partidos y movimientos que buscan incidir en diversos sentidos en el orden político.



			II



			En la mayor parte del mundo y en un sentido amplio, la visión liberal de la vida pública y social que conjuga democracia electoral con economía de mercado y diversos rangos de intervención gubernamental ha sido predominante en el ordenamiento estatal e internacional. A lo largo de más de dos siglos, esta visión ha acompañado y estimulado distintas versiones de la organización económica, social y política, y ha sobrevivido exitosamente a intentos de desplazamiento como el nazifascismo y el comunismo en sus distintas versiones. No obstante, se ha adaptado a diferentes circunstancias. En la idea liberal caben muchas fórmulas disímbolas. En su repertorio están la separación de poderes (Montesquieu), la mano invisible (Smith), la utilidad personal (Bentham), la soberanía popular (Hobbes), la autonomía individual (Locke), la paz perpetua (Kant), el Estado racional (Hegel), la optimalidad paretiana (Pareto), el socialismo liberal (Rosselli), el estado de bienestar con pleno empleo (Keynes), la espontaneidad del mercado (Hayek), el gobierno por discusión (Bagehot, J. S. Mill), la racionalización de la sociedad (Weber), la sociedad abierta (Popper), el Estado mínimo y la sociedad libertaria (Nozick), la justicia como imparcialidad (Rawls), el bienestar como imposibilidad (Arrow) o como posibilidad mutuamente condicionada (Sen). En esta lista merecerían estar Marx y Engels, si bien como disidentes y, finalmente, apóstatas de los principios fundamentales del liberalismo, por una razón muy simple: sus análisis y su doctrina parten de la pregunta seminal de si es posible que el trabajo humano se libere de la necesidad que lo hace forzoso y, en el caso del capitalismo, de cómo puede darse la liberación del trabajo asalariado respecto del capital. El error histórico en que incurrieron al instrumentalizar la política y el Estado como acción e institución “de clase” y su determinismo historicista sepultaron aquel objetivo primordial bajo una nube reduccionista de la que el marxismo nunca se libró y que lo condenó a ser un éxodo mosaico, una versión suicida de la Ilustración.



			No todas esas ideas son compatibles entre sí ni predominantes en cada etapa del desarrollo histórico (en general o del “capitalismo” si se quiere usar ese término). La “familia” liberal no es una “tribu”, como le ha llamado Vargas Llosa (2018). Las tradiciones liberales son complejas, contradictorias, a veces conflictivas e imposibles de reducir a simplificaciones. Tampoco es posible reducir el liberalismo a una doctrina uniforme sin contradicciones y sin contraposiciones no pocas veces extremas e irreconciliables. La confrontación de interés intelectual más reciente fue la protagonizada por Hayek contra Keynes.3 En la escena ideológica mundial ambos han sido endiosados o demonizados, cuando en realidad son ramas del mismo tronco y, pese a ambos, su disputa en torno a la política económica idónea ante distintas situaciones no hace sino atender a diferentes resultados de las crisis de la sociedad liberal que les tocó enfrentar en su momento y a la que pretendían resguardar. Aún debemos enfrentar sus formulaciones técnicas y rechazar la elevación de algunas de ellas a ideologías cerradas, aunque sea por simple reconocimiento de que con ellas buscaban respuesta a problemas para los que la ciencia económica no ofrecía solución. Si se mira a los fundamentos que subyacen a las soluciones ofrecidas, puede observarse que en ambos casos subyacía una defensa de valores como la libertad y la protección de lo que cada uno entendió, a su manera, como proceso civilizatorio. A ambos se les acusa de la tecnocratización del Estado y la política. A Keynes por haber dado lugar a un mítico Estado administrativo de bienestar controlado por una élite de sabios capaces de aplicar las medidas necesarias para regular las crestas y valles de los ciclos económicos y una burocracia que las administrase; a Hayek por alentar la captura de las decisiones por parte de una pequeña élite que depurase al mercado de interferencias espurias, especialmente las que provienen del Estado y la política y, pretendidamente, de la concentración monopólica del poder económico. Con independencia de la pertinencia de sus propuestas de política económica, una vez transfiguradas en ilusiones funcionaron como utopías racionalizadoras de un poder cuyo origen y finalidad no era el de producir el bienestar o el equilibrio, y justificaron la entronización de uno de los peores males de nuestro tiempo: el predominio de una doctrina económica en el funcionamiento del Estado y sus políticas públicas. Si bien el estado de bienestar generó distribución de beneficios sociales como nunca se había visto en la historia, también desembocó en la pesadilla de una burocracia cuyo costo superó a sus ventajas. El sueño del “neoliberalismo” como doctrina económica consiguió equilibrar aspectos de la competencia que mejoraron la eficiencia, pero desfavorecieron la equidad al grado de convertir la necesaria distribución económica en anatema y al orden político y social en antesalas del estado de naturaleza que han activado el mecanismo que se dispara en toda situación prepolítica: el cuestionamiento de los elementos fundamentales del orden.



			En la perspectiva de largo plazo, sin embargo, las ideas liberales se han asociado a diferentes modos de organización de la economía y la política, pero no han quedado irremediablemente atrapadas en cada una de ellas. Se acusó al liberalismo de ser responsable de la economía política de la Revolución Industrial y los estragos que causó en la población de Europa, magistralmente descritos por Charles Dickens y Victor Hugo. También se le inculpó del desmantelamiento del estado de bienestar en el último cuarto del siglo xx. Entre los años treinta y ochenta del siglo pasado los “liberales” criticaron duramente las políticas económicas de pleno empleo y la intervención del Estado, que fueron, hay que recordarlo, una variante del pensamiento liberal. A menos que se califique a Keynes de “socialista” (Keynes, 1925), como lo han hecho los defensores del fundamentalismo de mercado, entonces y ahora sus propuestas económicas y políticas buscaban actualizar el liberalismo para que fuese una alternativa al comunismo soviético y al nazifascismo.



			El “socialismo realmente existente”, de partido único y economía centralmente planificada, desapareció como opción política, y aunque los golpes y revueltas encabezados por minorías para implantar remedos de esta “alternativa” persisten, lo cierto es que hasta ahora quienes continúan postulando la vía anticapitalista hacia el socialismo han fracasado en ofrecer una forma de trascender el capitalismo —en el sentido de organización económica y política— económicamente sostenible (ya no digamos sustentable). El único “modo de producción”, para usar la expresión de Marx y Engels, que se ha sostenido en la época moderna es el capitalismo. El capitalismo se puede observar en su evolución como un modo de cooperación alcanzado bajo ciertas condiciones técnicas y sociales que ha tenido capacidad de cambiar más allá de lo previsto por sus críticos radicales de los siglos xix y xx. Las naciones y regiones que han reducido las desigualdades sociales extremas son aquellas que han dejado abierto el viejo cauce de las instituciones democráticas para propiciar que la libertad de acción y de representación políticas impacte la organización de la producción y la distribución económica de riquezas materiales, bienes públicos y recursos intangibles. Visto así el problema, la política adquiere una dimensión mayor de la que suelen concederle los deterministas.



			El liberalismo, entonces, aparece como un corpus de pensamiento cuya historia está marcada por su relación con distintas formas de organización económica. Como economía política es inseparable de la Revolución Industrial, de la transición hacia el capitalismo financiero, de la formación del estado de bienestar del siglo xx y de su ulterior desmantelamiento relativo con base en las ideas neoliberales asentadas en la economía marginalista y neoclásica. En cada uno de estos periodos las doctrinas liberales suelen ser adaptadas selectivamente para fundamentar y justificar ideológicamente el orden económico-político. También es característico que ciertas corrientes que se reclaman liberales han sido, al mismo tiempo, críticas de estos “matrimonios” ideológicos entre el capitalismo y el liberalismo en diferentes etapas. Basta pensar en la oposición de Hayek a Keynes y las políticas inspiradas en su teoría económica o en la crítica del capitalismo que se deriva del liberalismo político de John Rawls. Lejos de ser una visión uniforme y sin contradicciones, el pensamiento liberal es un espacio que ha buscado alimentar un tipo de sociedad en la que los valores de la libertad y la igualdad están en continuo contrapunto buscando maneras de organización que las hagan convivir. Podría decirse que en el vórtice de sus corrientes la dialéctica entre ambos valores ha sido el motor principal que fustiga al pensamiento y lo hace interactuar y mezclarse con otras propuestas con las que debate y lucha. Esta plasticidad del liberalismo le ha dado una vitalidad evolutiva que le ha hecho posible seguir respondiendo a problemas nuevos de cada vez mayor dificultad para hacer que esos valores de libertad e igualdad, con sus implicaciones y consecuencias, sigan buscando vigencia en la transformación de los modos de organización y las formas institucionales. De ahí que el liberalismo no necesariamente está atado al capitalismo y que el pensamiento político y las luchas políticas orientadas a transformar esta forma de organización económica adquieren sentido en el horizonte de su transformación. De ahí la importancia crucial de la democracia, los derechos y el Estado.



			III



			Derechos y democracia, y la relación que adquieren en la configuración del Estado contemporáneo, han adquirido carta de ciudadanía en el imaginario contemporáneo. Una breve mirada a las demandas de los movimientos sociales de hoy lo certifica sin rodeos; ellos son un indicio valioso de las rutas que sigue la política, cuyos resultados no son otra cosa que la conjunción, la más de las veces involuntaria, entre lo deseado y lo ocurrido, entre lo propuesto y lo conseguido, entre la acción deliberada y sus consecuencias impredecibles que forman eso que llamamos realidad social. El ascenso relativamente reciente de los derechos humanos a partir de 1948 (Carta Universal de los Derechos Humanos de la onu) y de la década de 1960 en la que uno tras otro se empiezan a formular tratados y convenciones de protección de derechos efectivamente vinculantes es un proceso característico de nuestro tiempo. La expansión de las esferas jurídicas e institucionales comprendidas por el sistema de los derechos humanos, así como de otros grupos de derechos —no contenidos en la categoría de derechos humanos—, lleva a preguntarnos qué motores las impulsan en su fundación y en su desarrollo, así como los límites que pueden tener. Los procesos de creación de derechos en la historia motivan la pregunta sobre la naturaleza de su evolución, sobre los acontecimientos que los disparan y las condiciones en que se vuelven efectivos o son reprimidos, rechazados o abolidos. Esta pregunta es concomitante al desarrollo del pensamiento político y, por consiguiente, lo es también el debate de las respuestas que se han ofrecido a lo largo del tiempo para esclarecerla. Dentro de esos procesos destacan los reclamos por la adopción de las formas de gobierno (despotismos, monarquías o repúblicas, según la distinción clásica de Montesquieu). La democracia y la dictadura, y el autoritarismo como potencial componente de la primera, son centrales para el debate científico y público. ¿Es la democracia parte de los derechos humanos? Si la respuesta fuese positiva, ¿en qué sentido y de qué modo lo es? Las respuestas son contradictorias. Desde un punto de vista jurídico estricto, la democracia no es un derecho humano, pues el sistema internacional de tratados y convenciones que los contienen no la incluyen. No obstante, varias convenciones internacionales la reconocen, como la Carta Democrática Interamericana o la Unión Europea, que los considera indisolubles. A pesar de no estar reconocida en el catálogo de los derechos humanos, cada día aumentan las razones para incluirla. La historia política destaca la aparición regular de formas de acción colectiva que postulan centralmente valores que, a través de la fuerza moral, se desenvuelven para modificar un statu quo ante desfavorable a sus intereses o preferencias y desafiándolo con el objeto de conseguir acuerdos que se transforman en arreglos institucionales más o menos permanentes según las contingencias. Este proceso de los derechos se produce en el espacio de la política, ese lugar donde se crea la autorización que es fuente de toda legitimidad de la acción social. Los derechos y su constitucionalización siguen regularmente este patrón de comportamiento, y el caso particular de los derechos humanos no es una excepción, a no ser por una característica que le es particular: ser un sistema jurídico de carácter universal y, por tanto, situado por encima de los Estados nacionales que se adhieren a ellos. La política de los derechos sigue un patrón reconocible en el tiempo y en diferentes épocas. Ese patrón o molde consiste en la ampliación del dominio propio, del poder para reclamar “lo propio”. Cuando un actor social reclama un derecho en el espacio público hace política —se hace político— en busca de una distribución de recursos (materiales o no materiales) en su favor. En este sentido, el actor en cuestión quiere ampliar su dominio, y si tiene éxito y lo consigue, modifica la configuración del espacio común y contribuye a moldear el ámbito público. Este patrón de comportamiento es repetitivo en la historia y uno de los motores más potentes de la evolución del orden político hasta y durante la aparición de la democracia. La historia de esta forma de gobierno se remonta a los reclamos de la nobleza y la burguesía a la monarquía, y a las revueltas de la servidumbre contra las condiciones que la sometían en el feudalismo y el colonialismo. En una perspectiva de largo plazo, antes de la institucionalización de esta forma de gobierno a partir de las revoluciones estadounidense y francesa, es posible observar la aparición de formas, a veces pasajeras y otras permanentes, de instituciones que, habiendo nacido bajo una forma de gobierno, se expanden y desarrollan plenamente desde una nueva que la sustituye. El ejemplo más conocido es el Parlamento, una institución embrionaria en la monarquía que se vuelve, a la postre, central en la democracia. Otro caso es el de la “magistratura”, la forma embrionaria del Poder Judicial que se vuelve independiente en la democracia. Huelga decir que el Poder Ejecutivo en las democracias es la forma sujeta a control del antiguo y anacrónico poder absoluto del monarca, y que la soberanía experimentó un giro de 180 grados al trasladarse de arriba hacia abajo, de la Corona —y el mito de su legitimidad divina— al pueblo, en el que los ciudadanos son los titulares del poder político.



			La democracia es resultado histórico de la producción de derechos si los entendemos como ampliaciones de dominios a través de una fuerza moral que busca convertirlos, codificarlos, en normas de aceptación general con plena validez y certidumbre de permanencia. Hoy en día, la democracia es el espacio más fértil de la producción de derechos, si bien éstos nunca han dejado de ser elementos activos en los regímenes de intolerancia. La intersección entre los tres conjuntos: derechos, democracia y Estado, constituye hoy el laboratorio moderno de las formas políticas que sobrepasan al Estado-nación y su añeja concepción westfaliana de la soberanía. Estos procesos requieren de esclarecimiento. En particular, se necesita elucidar el núcleo central del concepto de democracia, de qué manera se expresa en diferentes formas institucionales, y cuáles de éstas son inherentes al núcleo y cuáles no. Separar la democracia de las formas institucionales contingentes es fundamental para entender su proceso evolutivo y sus posibilidades presentes y futuras más allá de éstas. Valorar la vigencia de estas formas “contingentes” es también indispensable en un clima general en que éstas tienden a ser defendidas o denostadas a rajatabla en una época como la actual en que la ira, con frecuencia justificada, oscurece la vida colectiva. Así pues, los derechos han jugado un papel decisivo en la emergencia de la democracia, pero ésta no forma parte integral de los derechos humanos. ¿Debería ser incluida entre ellos? Ésta es una pregunta que merece un lugar en el debate intelectual y político. La respuesta a la pregunta es fundamental para la legitimidad que se le reconoce al Estado y, por consiguiente, para su estabilidad y para sus capacidades y formas de atender las demandas sociales y organizar en su interior el sistema político. También lo es para el sistema internacional. De concebirse la democracia como derecho humano, éste tendría que ser tutelado por las instancias jurisdiccionales que los protegen y que hoy no tienen esa responsabilidad.



			En la formación del Estado contemporáneo los derechos y la democracia van juntos. El desarrollo de las luchas sociales y de las demandas políticas concretas siguió un camino de transformación del Estado que podemos reconocer en la interacción de los procesos de demandas por derechos y en el impacto de éstos en la transformación de las instituciones. Estos procesos están en el trasfondo de la construcción de las formas específicas del Estado democrático entendido como uno que procura y protege simultáneamente los principios de igualdad y libertad, a pesar de la compleja relación que existe entre ellos. La inclusión de derechos en la categoría de “humanos” ha hecho posible una defensa supranacional de valores que, si bien es limitada e imperfecta, representa una gran presión y una muralla contra las formas más descarnadas de impunidad y transgresión de la dignidad personal. Históricamente, la democracia es la forma de gobierno en la que se ha conseguido mayor respeto a los derechos humanos, lo que lleva a considerar la pertinencia de que sea incorporada en el sistema que los protege, en especial cuando vemos que los límites del Estado nacional son rebasados cada vez más por fenómenos globales ingobernables desde sus linderos.



			IV



			El orden global ha entrado en una etapa de redefinición de los acuerdos fundamentales que lo sostienen. Esta redefinición se encuentra con varios obstáculos de fondo que derivan de las instituciones disponibles que provienen de arreglos anteriores, principalmente de la segunda posguerra. Los problemas y fenómenos descritos arriba desafían al Estado nacional y a sus instituciones porque ponen en duda la idea de soberanía que los legitima. La globalización es, pues, un fenómeno con implicaciones políticas muy profundas e irreversibles. La unidad entre la nación y el Estado está seriamente deteriorada y en algunos casos rota. La sociedad nacional se ha internacionalizado y responde cada día menos a lo que sus gobiernos le piden o le ofrecen. Los nacionalismos se exacerban junto con el aumento de los flujos reales y la conciencia de vivir en un mundo interconectado que, a diferencia del pasado, es parte de la vivencia ordinaria de la gente. Cada vez hay más personas y grupos cuyos referentes de vida no están en un solo país ni sólo en otro diferente al de su acta de nacimiento, sino en una esfera distinta a la nacional constituida por múltiples intersecciones de universos locales. Las mentalidades de estos individuos están relacionadas íntimamente con lo que ocurre en esa esfera de convergencia de ideas y proyectos. Pertenecen a ella porque sus condiciones de vida están también diseminadas más allá de las fronteras del Estado nacional. Esas personas y grupos abarcan desde científicos y personas de la cultura hasta empresarios y migrantes, profesionales y políticos, funcionarios especializados y técnicos de todo tipo. No menos importante es el crimen organizado que encuentra grandes oportunidades y se mueve a sus anchas en este espacio carente de gobernanza. Sin desprenderse necesariamente de su referencia nacional, el hábitat de estos individuos y actores ha ido abarcando cada vez más ámbitos de la vida global. La introducción de las redes digitales y su desarrollo exponencial permiten la realización de actividades colaborativas desde diversas partes del mundo y dan por resultado no sólo nuevos productos, sino que establecen relaciones sociales de nuevo tipo. Formas de colaboración que son impensables bajo las condiciones anteriores de los medios de comunicación. También aparecen formas de conflicto con el uso de tecnologías de la información para fines ilegales, como el hacking comercial, financiero, político y cultural.



			La pandemia de SarsCov-2 ha sido un gran laboratorio en el que se han jugado los componentes principales de varias dimensiones de la globalización, entre otros, la dimensión política. El más importante de esos componentes es el avance que se ha dado en la propia comprensión de que la globalidad de ciertos problemas rebasa las capacidades disponibles para ser atendidos localmente a capricho de cada Estado nacional, y que ese tipo de problemas va en aumento. La aparición del primer brote de Covid-19, identificado en Wuhan, China, adquirió dimensiones catastróficas en el ámbito internacional a raíz de las decisiones que el gobierno de ese país tomó en las primeras semanas y meses transcurridos desde que se registró la enfermedad: ocultar información, impedir que las personas de ciencia comunicaran sus preocupaciones y evidencias a sus colegas en otras partes del mundo, así como el cierre al escrutinio internacional que, a casi dos años de la declaración de la pandemia por la Organización Mundial de la Salud (oms), puso de manifiesto la fragilidad a la que un sistema cerrado puede someter a otros sistemas de mayor apertura. La pandemia no ha sido la causa sino la ocasión que permite la observación de la existencia de esferas públicas posnacionales que se componen de ingredientes muy diversos: organizaciones de activistas internacionales, instituciones internacionales especializadas en asuntos de importancia global reconocida (derechos humanos, medio ambiente, energía, salud, seguridad y paz).



			La aparición de un orden político posnacional tiene por ahora el aspecto de una obra en cimientos, de la que no se puede desprender su forma terminada. No existen planos arquitectónicos, pues únicamente en los márgenes del viejo orden político es una construcción deliberada; tampoco se puede anticipar su forma futura o acaso su reversión. Sin embargo, los bloques que se van colocando en cimientos y muros reclaman el reconocimiento de que el edificio seguirá en construcción. Primero será una edificación deforme e incompleta pero a la postre reclamará una voluntad colectiva consciente, como ya lo exige en asuntos acuciantes como el cambio climático o las migraciones. El vacío que succiona viejas formas y estructuras demanda una voluntad de carácter político para establecer las reglas de la convivencia posnacional y las instituciones que la gobiernen. Esa voluntad está dispersa en una miríada de impulsos sociales y políticos. El sistema internacional de instituciones es débil aún para representar esa voluntad en formación. Las decisiones de los países que forman parte de sus acuerdos pueden evadir sus mandatos o recomendaciones con gran facilidad y mantenerse impunes, de ahí que se puede concluir que la capacidad vinculante de ese sistema institucional es muy baja. Pero hay contrastes entre los diferentes ámbitos de la gobernanza internacional. El orden penal de protección de los derechos humanos y de persecución de crímenes de lesa humanidad es el área de acuerdos y convenciones en la que las normas vinculantes se aplican más sólidamente, gracias a la existencia de una policía internacional que puede perseguir esos delitos y de tribunales para juzgarlos. Sin embargo, la adhesión a estas convenciones y tratados es escasa y la impunidad rebasa con mucho la aplicación efectiva de las normas. Por esta razón, el sistema jurídico internacional de los derechos humanos tiene una relevancia particular. Este espacio jurídico ha seguido el mismo patrón de desarrollo político de los derechos en general y en su relación con la evolución de la democracia como sistema de gobierno. Su relevancia es decisiva porque constituye un ámbito de protección de derechos fundamentales que incluyen —aunque sobrepasan— la jurisdicción del Estado nacional. A la vez, el sistema jurídico de derechos humanos marca el camino que pueden seguir las demandas y luchas por nuevos derechos políticos y sociales de naturaleza posnacional, como las asociaciones internacionales de trabajadores, los movimientos cívicos y las organizaciones no gubernamentales que ya no encuentran en el espacio político nacional su único nicho de desarrollo.



			Hay, pues, vida en el espacio posnacional: activismo internacional coordinado en y entre asociaciones civiles no gubernamentales, formas colaborativas entre individuos y grupos a través de medios digitales, sistemas jurídicos e institucionales internacionales incipientes pero de creciente relevancia, formas ad hoc de encarar problemas globales imposibles de atender sin acuerdos y concurrencia entre Estados. Al menos éstos constituyen los contornos que por ahora dibujan un espacio político más allá del Estado-nación. Los tratados de Augsburgo (1555) y de Westfalia (1648) surgieron de las guerras de religión entre católicos y protestantes que eran irreconciliables en los términos de la época. Para salir del conflicto costoso y permanente se recurrió a la diplomacia, una de las formas políticas de deliberación más antiguas, para inventar y fundar una forma política nueva: el Estado-nación. A su vez, el sistema internacional de los derechos humanos —y el orden internacional declinante pero aún vigente— emergió después de dos catástrofes, la Primera y la Segunda Guerras Mundiales. Firmada la paz, en la segunda posguerra se dio una serie de acuerdos hacia el primer orden global posnacional, teniendo como trasfondo la Guerra Fría. Los límites de ese orden están a la vista y la presión para rediseñarlo toca insistentemente a la puerta. Si será “necesario” o no un nuevo conflicto catastrófico (o si estamos ya en él) es una pregunta que no se puede contestar con anticipación. Lo cierto es que así como fue necesaria la diplomacia en los siglos xiv y xv para que naciera el Estado nacional, hoy es patente la necesidad de diálogo mediante múltiples formas y recursos de deliberación —de una diplomacia pospolítica— para dar un paso más hacia un orden posnacional.



			V



			Si existe una gramática de los asuntos comunes, ésa es la política, así como la palabra o el habla producen una lengua. Es necesario entender la política en un sentido no simplista, que la desprenda de las formas reduccionistas a que ha sido sometida por la mayor parte de las maneras de entenderla. Para comprenderla así necesitamos observarla no solamente por sus resultados (“quién obtiene qué, cuándo y cómo”, según la célebre frase de Harold Laswell), sino como un ámbito propiamente dicho de la actividad humana con un sentido previo a sus resultados —o distribuciones— extrapolíticos. La política es una dinámica coconstitutiva del cuerpo social. Nace donde la guerra es menos rentable o deseable que la negociación parlamentada. Una vez elegido el camino de la política, tarde o temprano sus ejercicios desembocan en los dilemas de cooperar o no cooperar en la deliberación sobre el bien público. Sin embargo, es una combinación de ambas: lucha violenta o no violenta que tiene condicionantes distintas, pero que, a medida que el conflicto se circunscribe a una unidad estatal en la que los contendientes tienen algún nivel de legitimidad, la política adquiere mayor relevancia como esfera de actividad por derecho propio. La política es la solución institucional al problema de la violencia, y la política democrática es su solución institucional más avanzada. La política, en general, es el juego de decidir quién ejerce el poder sobre quién. La política democrática es el juego de decidir cómo se ejerce en conjunto el poder entre quienes están necesariamente interesados en él y, al mismo tiempo, atados entre sí. Más aún, el futuro de democracia son los trabajos para transformar la política en política democrática.



			Reducidas las posibilidades de recurrir a la violencia para satisfacer intereses, en la política se presenta toda clase de dilemas para la acción común. El primero de estos dilemas es el control del oportunismo, entendido como forma de obtener una ventaja para beneficio propio en el proceso de distribución de un recurso común o público. La política se ve, así, enfrentada a dos dimensiones de la acción: la construcción de instituciones y reglas, y la interacción dentro de ellas para lograr resultados distributivos en función de intereses. En un símil utilizado con frecuencia, se trata de construir la cancha y las reglas del juego, además de jugar el juego. Por ello es uno de los juegos más sofisticados que se conocen. En situaciones altamente fluidas los actores suelen disputar los términos y condiciones de ambas dimensiones. En la constitución de la sociedad está impresa esta necesidad: los jugadores modifican la cancha a medida que juegan el juego. La clave del futuro está en la imparcialidad con que sea practicado el juego de construir y reconstruir, una y otra vez, la cancha de juego.



			En la democracia representativa el ciudadano es la figura central, como lo es también en la noción de soberanía “popular” que le acompaña. Sin embargo, las asimetrías de poder son el fermento en el que se cultivan las bacterias de la oligarquía que es, probablemente, la más común de las deformaciones de la democracia. En ella se expulsa al ciudadano por la ventana y el político profesional monopoliza el espacio donde le corresponde a aquél ser representado. El problema de la representación resulta ser, así, el más relevante problema a comprender en la teoría contemporánea de la política. Además de los factores que desplazan al ciudadano en el espacio nacional, los componentes de la mundialización contribuyen también a redefinir el terreno en que se mueve. La ciudadanía en un solo Estado-nación sigue siendo el referente principal. Sin embargo, vemos crecer el número de personas, grupos y procesos cuya razón de ser está más allá de esta unidad. Si el sentido del poder civil es el consenso y el del poder político es la fuerza, el sentido de la política es el poder como fin en sí mismo. Algunas ramas de la teoría política se concentran en esta aseveración para justificar un pragmatismo que, a la postre, ha resultado en la justificación del uso del poder sin límites. Sin embargo, la tradicional y obvia distinción entre poder de facto y poder de iure en la política (y en el derecho) se diluye si vamos más allá de ella y acentuamos que el sentido del conocimiento de la política es la forma en que se ejerce el poder. Al ser por fuerza el poder una entidad relacional, es decir, relativa a la relación que unos individuos sostienen con otros, ya sea aislada o grupalmente, el sentido de su aplicación, la “razón” de ser del poder, adquiere una relevancia que es velada bajo ópticas reduccionistas. Es cierto que todo poder es dominio, pero de ahí no se sigue que todo poder es dominación asimétrica. La idea de “superación” de la política, de desaparición del poder, no tiene fundamentos. No hay ninguna razón para asegurar que puede haber sociedad en la que no exista el poder, pues equivaldría a reconocer que puede haber una sociedad de pura impotencia. En cambio, sí hay buenas razones —y aspiraciones— para suponer que es realista pensar en una sociedad en que las asimetrías sean materia de deliberación permanente. La introducción de la igualdad jurídica por la modernidad y la igualdad de condición entre seres humanos como principio valorativo abre el espacio de la política a la progresión de la igualdad. En la democracia, entendida como fincada centralmente en la ecuación de igualdad + mayoría, la política es un proceso dinámico, el elemento donde se desarrollan las relaciones de poder para la regulación de la igualdad (y, por ende, de la desigualdad). Asimilar la política a la fuerza para sustituir una dominación por otra es ilusorio y reduccionista. La política como dinámica de un Estado democrático es el espacio para evidenciar las desigualdades ilegítimas y para corregirlas. La política es, por tanto, la llave de acceso para relacionar justicia y libertad, los dos principios aparentemente irreconciliables de la civilización contemporánea. Puesto el problema en otros términos que en el fondo designan lo mismo, la política es el ámbito de la inconformidad de la sociedad consigo misma, que mueve a los individuos a la acción para disponer de manera dinámica el espacio público que siempre está en transformación.



			Para dar cabida a una noción de política más incluyente de los fenómenos que le son propios, la democracia representativa como forma de gobierno admite —y exige— una conceptualización que la desprenda de sus atavismos dieciochescos y decimonónicos, especialmente del prejuicio —o del dilema clásico, si se quiere— de que se trata de una forma de gobierno que, por su propia naturaleza, se desvía o bien hacia la oligarquía, o bien hacia la dictadura de la mayoría. Ambas son caras de la misma moneda reduccionista que achata el espacio que media entre el ejercicio de la voluntad colectiva mediante el voto, y el de la razón pública que se practica entre elecciones. En una fórmula no reductiva, la conciliación de ambos momentos implica una relación sistemática entre Estado y sociedad, cuya productividad es continua y permanente. Ahí situada, la democracia admite una idea de la política como la “procesadora” del exceso de los resultados de la acción colectiva que requiere reelaboración reiterativa. Como en todas las grandes creaciones humanas, la imaginación es un poderoso motor de las demandas, creencias e ideas políticas. La ficción es producto de la imaginación y en la política tiene un papel central: es la herramienta, el medium, que orienta la acción a la creación de realidades de la organización humana previamente inexistentes. La política es, pues, un espacio productivo de carácter permanente en toda forma de gobierno y en condiciones democráticas. Se presenta como el espacio de reformulación de todas las relaciones que constituyen la esfera pública; la esfera en donde se producen los males y los bienes públicos; la esfera en la que se construyen las distribuciones de los recursos tangibles e intangibles. Al final de cuentas, la política es el espacio de la cooperación y del conflicto, considerando que la búsqueda de la primera es la que origina la aparición del segundo.



			Ningún régimen de gobierno es perfecto ni permanentemente estable. La democracia representativa está sujeta a deformaciones, pero tiene la capacidad de corregirlas y de revisarse a sí misma. El factor del que esto depende es la calidad de la vida pública que tiene en su centro al “ciudadano mediano” y a una estructura de equilibrios correspondiente con esa mediana. Las características específicas de este actor son fundamentales para definir la naturaleza de lo que se produce y procesa en el ámbito de la política. La naturaleza del actor, a su vez, deriva de las condiciones en que se ha desarrollado y que no son sino un determinado balance entre igualdad y desigualdad en el demos4 que es susceptible de variación y de modificación deliberada en la acción pública. A fin de cuentas, la calidad de la imaginación colectiva no puede sino derivar de la calidad de quienes participan en ella.



			VI



			Graves problemas que se arrastran desde hace siglos, como el hambre o la violencia, conviven con la mayor abundancia y capacidad ante la naturaleza que ha conocido la especie humana. Estamos destruyendo el planeta y tenemos los medios para evitarlo y revertirlo; nos enfrentamos diariamente con guerras y conflictos que podrían ser evitados; atestiguamos los horrores de grandes fanatismos y de poderes desmesurados que sobrecogen hasta a los más templados; las democracias encuentran dificultades para gobernar, son rebasadas por la realidad que deben conducir y producen insatisfacciones que atraen cada vez más tentaciones despóticas. Cada día es más evidente que carecemos de las herramientas para actuar colectivamente en contra de los males públicos y para producir los bienes colectivos que hoy se requieren para ofrecer a los conflictos formas nuevas de cooperación social y política.



			Este libro se dedica a esclarecer algunos aspectos de estos problemas y a proponer salidas para pensar los estancamientos y regresiones que experimentamos en el tratamiento de los asuntos comunes. Desde el nacimiento de la tercera década del siglo xx el sentimiento de abandono e incertidumbre se agudiza severamente con la prolongada pandemia de Covid-19 y la perspectiva de una duración prolongada. A esta pandemia llegamos ya con el temor de haber perdido los fundamentos que, durante largos años, ofreció un pasado fincado en las reglas constitucionales y consensos básicos de la segunda posguerra. Este malestar es algo más profundo que la incertidumbre. Una pléyade de comentaristas ha fincado en la incertidumbre sus observaciones sobre los tiempos que corren, en las sombras que amenazan en vez de cobijar, en el rigor de los dolores que infligen o en la fluidez con que transcurren a falta de recipientes para contenerlo y degustarlo, debido a la punzante percepción de que no podemos estar en el presente como si fuera nuestra casa. Cada día que pasa crece el sentimiento de que el tiempo presente está dejando de ser nuestro hogar y, aun así, no tenemos otra alternativa que producir nuevos mundos. La idea central de este libro es que este profundo cambio tiene entre sus componentes principales un tránsito de una época a otra en la que se disuelven estructuras y prácticas que han perdido sostén y viabilidad en los hábitos y las conciencias, y que se asoman otros que les salen al paso, a veces efímeramente y a veces con mayor asidero, pero siempre sin garantías de llegada a un destino.



			Éstos son los temas de los que trata este libro. En conjunto, forman una problemática con denominadores comunes que la teoría política necesita procesar para abrir camino al desarrollo democrático. Comprender los efectos políticos de la globalización, la dirección que adoptan las luchas por derechos, las posibilidades de ampliación de la democracia y de la acción política para moldear el Estado más allá de los límites nacionales constituyen una unidad que debe revisarse en conjunto.



			Ciudad de México, octubre de 2021
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